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Exp.612/2018 


 PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 612/2018
PARTE ACTORA: 

**********. 
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 


San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de octubre de dos mil dieciocho.    

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 612/2018, promovido por**********, contra actos del DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; y,

R E S U L T A N D O:

I.- Por acuerdo dictado el día nueve de Julio de dos mil dieciocho, se tuvo a la ciudadana**********, demandando el acto, y respecto de las Autoridades que enseguida se precisan:
Autoridad Demandada:

- Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

De dicha Autoridad, la Actora impugna lo siguiente:


“...**********..."

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, el cuatro de octubre de dos mil dieciocho, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda y al de contestación, haciéndose constar que a las partes no se les desechó ninguna prueba. Se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria para su resolución.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.


SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento consistente en la resolución determinante del crédito fiscal**********, mediante el cual, la Autoridad Demandada determinó imponer en su perjuicio diversas multas por haber presentado extemporáneamente sus declaraciones de pago relativas al Impuesto sobre HOSPEDAJE, la cual se encuentra a nombre de la parte actora; documental que obra a fojas 05 a la 08 del expediente en el que se actúa.
Entonces, sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el aquí accionante es destinatario del crédito fiscal descrito, entonces, resulta evidente que cuenta con interés jurídico para demandar en el presente juicio.

Tocante a la autoridad demandada; compareció al dar contestación a la demanda el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos, quien para acreditar la calidad con la que comparece, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a fojas 28 y 29 del presente expediente.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la ilegalidad de la resolución determinante del crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se imponen diversas multas, por la presentación extemporánea y a requerimiento de autoridad de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente a los meses**********; documentales agregadas a fojas 5 a la 8 de este expediente y adquieren valor probatorio pleno según lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que en el caso se actualiza dicha  causal de sobreseimiento en virtud de que el crédito fiscal número **********ha sido dejado sin efectos a través del oficio**********, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado, cesando todo efecto legal originado con su emisión, por lo cual considera procedente el sobreseimiento, pues aduce que dicha circunstancia satisface la pretensión de nulidad del accionante.

Pues bien, a juicio de la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, la causal de Sobreseimiento que se analiza, resulta infundada en atención a las siguientes consideraciones legales:

En el caso concreto, el acto controvertido consiste en la resolución que determina Multas por Infracciones Establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal **********, emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado. 

La autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda señaló que dejó sin efectos el crédito fiscal impugnado, ello a través del oficio**********, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado, cesando todo efecto legal originado con su emisión.

Ahora bien, del contenido del oficio**********, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado, que se encuentra glosado a fojas 38 y 39 del presente sumario, se desprende que se deja sin efecto legal el crédito fiscal número**********, emitido con motivo de la omisión de cumplimiento de obligaciones fiscales correspondientes al mes de**********, dejando a salvo las facultades que tiene a cargo dicha autoridad para imponer una nueva multa debidamente fundada y motivada, 
En las relatadas condiciones, si bien es cierto que el acto controvertido se deja sin efectos, también resulta cierto que al dejar a salvo las facultades de la autoridad emisora, a fin de imponer una nueva multa debidamente fundada y motivada, no satisface la pretensión de la aquí actora, pues lo que pretende con los motivos de disenso que formula en su demanda de nulidad es obtener una nulidad LISA Y LLANA; razón por la cual, se declara infundada la causal de Sobreseimiento hecha valer por la demandada, toda vez que es evidente que los efectos legales o materiales del acto impugnado no han cesado en su totalidad, al dejar a salvo sus facultades para emitir de nueva cuenta un acto mejorando la fundamentación y motivación, situación que se encuentra plenamente justificada en el presente asunto; por tanto no se atiende a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda.

Sirve de sustento a lo anterior la tesis jurisprudencial que enseguida se cita:

Época: Novena Época, Registro: 168489, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Noviembre de 2008, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 156/2008, Página: 226 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 9o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, SE ACTUALIZA CUANDO LA REVOCACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO SATISFACE LA PRETENSIÓN DEL DEMANDANTE. De acuerdo con el criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades no pueden revocar sus actos si en ellos se otorgan beneficios a los particulares, pues en su caso procede el juicio de lesividad. Asimismo, la autoridad competente podrá revocar sus actos antes de iniciar el juicio de nulidad o durante el proceso. En el primer supuesto, será suficiente que la revocación extinga el acto administrativo impugnado, quedando la autoridad, en algunos casos, en aptitud de emitirlo nuevamente; en cambio, si la revocación acontece una vez iniciado el juicio de nulidad y hasta antes del cierre de instrucción, para que se actualice la causa de sobreseimiento a que se refiere el precepto indicado es requisito que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado. De esta manera, conforme al precepto indicado, el órgano jurisdiccional competente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, previo al sobreseimiento del juicio de nulidad, debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, pues de otro modo deberá continuar el trámite del juicio de nulidad. Lo anterior es así, toda vez que el sobreseimiento en el juicio de nulidad originado por la revocación del acto durante la secuela procesal no debe causar perjuicio al demandante, pues estimar lo contrario constituiría una violación al principio de acceso a la justicia tutelado por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Precisado lo anterior y toda vez, que del estudio de las constancias que integran el presente expediente, no se desprende que exista causa o motivo que impida a esta Sala Unitaria estudiar las consideraciones planteadas, se entrará al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito inicial de demanda, los cuales se localizan a fojas de la 2 a la 4 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en la resolución determinante del crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, documental que obra a fojas 5 a la 8 del presente sumario.
Previo a hacer un pronunciamento al respecto, en atención al principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, ésta Primera Sala Unitaria, procederá a llevar a cabo el estudio del Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio al actor, resultando aplicable para tal efecto el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 
 

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE SEÑALA EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL ACTOR. En el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación se encuentra contenido el principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En ese sentido y a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria, el Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor, es de resultar fundado y suficiente para declarar la nulidad del acto que se combate, en virtud de las siguientes consideraciones legales: 
  Para efectos de combatir tal acto, el actor hace valer agravios encaminados a señalar que procede la nulidad lisa y llana del crédito fiscal impugnado, el cual contiene diversas multas a su cargo, toda vez que dice viola los artículos 16 Constitucional y 46 del Código Fiscal del Estado, argumentando que se viola la garantía de legalidad, en virtud de que la demandada determina multas a cargo de la actora, bajo el argumento de haber presentado extemporánea no espontánea las declaraciones y formularios de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses**********, precisando de igual manera que previo a la presentación de las mismas, fueron requeridas mediante el requerimiento número**********, notificado el día 05 de junio de 2017.

Continua señalando que la resolución no se encuentra fundada y motivada, en virtud de que se argumenta en la columna denominada Obligaciones omitidas o motivos del acto impugnado, que la supuesta obligación incumplida, corresponde a la declaración de pago mensual del impuesto sobre Hospedaje, por lo que del análisis a la columna denominada motivación, la autoridad argumenta que las multas obedecen al hecho de haber presentado extemporánea no espontánea, las declaraciones y formularios de pago de cada uno de los meses que señala, a que la actora se encuentra obligada a cumplir, invocando como fundamento legal para pretender justificar lo anterior, el artículo 24 primer párrafo de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, disposición legal que se refiere al Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, y de ninguna manera regula lo relativo al pago del impuesto sobre hospedaje.
Refiere la parte actora que, por  tanto resulta inaplicable al caso particular tanto los argumentos como los fundamentos de la enjuiciada, para pretender imponer las multas a su cargo, razón por la cual procede declarar la nulidad lisa y llana.

De acuerdo a los artículos 16 Constitucional en relación con el artículo 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, de los que se duele el actor, para estimar cumplido el requisito de fundamentación y motivación de las multas que como infracciones fiscales se imponen a los contribuyentes, es indispensable que la autoridad fiscal, invoque el precepto legal que contenga el supuesto de infracción; además, exponga los motivos del porqué estima actualizado el supuesto de infracción descrito en el dispositivo en cuestión.
En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias, tienen como propósito evidente, que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario del mismo pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos a la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. Para ello, la exigencia de fundamentación, es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo, consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 49 del Código Fiscal del Estado.
Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales, la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder, se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho, supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

En el presente caso, el acto que se combate obra a fojas 5 a la 8 del expediente en el que se actúa, documento éste que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de cuyo contenido se desprende lo siguiente:
1.- Señala como obligaciones omitidas las declaraciones de pago mensual del Impuesto sobre HOSPEDAJE.
2.- Contiene diversas multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, correspondientes a los meses de**********, además, señala como datos del contribuyente a quien está dirigido el mismo, nombre, domicilio, Registro Federal de Contribuyentes, número de crédito fiscal**********. 
3.- Como fundamento de la emisión de las multas, se señalaron infracciones contenidas en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.  

4.- Como motivación, fue señalado el siguiente argumento: Se determinó multa por la Presentación extemporánea no espontánea previamente a la presentación del mismo, de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que previamente, a la presentación del mismo, fue requerido mediante requerimiento de Autoridad número**********, notificado el día 05/06/2017. 

5.- Por último, señala que la sanción se aplica de conformidad con lo establecido en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, disposición legal que a continuación se transcribe: 

 “ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II…. 
De acuerdo a lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, invoca como sustento, el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí,  que a la letra dice lo siguiente:


“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes:  

I.- No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores.” 
De igual manera, la autoridad demandada, invoca como sustento, el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí,  que a la letra dice lo siguiente:


ARTICULO 24. "El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal."
El citado precepto, establece la causación del impuesto por efectuarse las erogaciones por el Trabajo Personal; sin embargo,  del documento impugnado, se advierte que en el apartado relativo a Obligaciones Omitidas o motivos, se señala la Declaración de pago mensual del impuesto sobre HOSPEDAJE, y en el apartado relativo a la MOTIVACION la autoridad señala que se determinó multa por la Presentación extemporánea no espontánea previamente a la presentación del mismo, de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que previamente, a la presentación del mismo, fue requerido mediante requerimiento de Autoridad número**********. 

Entonces, le asiste a la parte actora, cuando hace de manifiesto el numeral 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, el que establece una causación del impuesto por efectuarse las erogaciones por el Trabajo Personal, es decir, un impuesto diverso al que señala en las obligaciones omitidas (Impuesto sobre Hospedaje), por tanto el dispositivo legal invocado por la emisora no regula lo relativo al impuesto mencionado.
De acuerdo a lo anterior, ésta Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada, fundó y motivó indebidamente su actuación, ya que el Impuesto sobre Hospedaje, cuya obligación se atribuye como omitida, no corresponde a la prevista en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual prevé la causación del impuesto por efectuarse las erogaciones por el Trabajo Personal, por tanto, los motivos en que se haya basado para la emisión del acto, deben ser acordes con la infracción cometida, sin que en el presente caso así haya sucedido. 

En esas condiciones, la autoridad demandada se encontraba obligada a motivar la conducta infractora acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, por lo que al no haber actuado en tal forma, se dejó al causante en estado de indefensión, ya que para que esté en plena posibilidad legal de decidir si debe pagar o impugnar el cobro, es menester que se le hayan dado todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven el crédito mismo, por lo que al no haber sucedido así, se violenta el principio de legalidad del acto impugnado.

Entonces, si del citado artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, no se establece como obligación la declaración de pago  del IMPUESTO SOBRE HOSPEDAJE, la cual se atribuye como obligación omitida por parte del actor, sino una obligación diversa relativa a  la causación del impuesto por efectuarse las erogaciones por el Trabajo Personal, lo que arroja en consecuencia que el acto que se combate, se encuentra indebidamente fundado y motivado.

Se dice lo anterior,  ya que los motivos en que se basó la demandada para la emisión de dicho acto, no se adecuaron a la  hipótesis de la norma en que se apoyó, por lo que entonces, no se cumplió con el requisito de la debida fundamentación y motivación que exige el artículo 16 constitucional.

Lo que quiere decir que en el caso concreto, sí se invocó el precepto legal, sin embargo, resultó inaplicable al asunto por las características específicas que ya fueron señaladas con antelación y que impidieron encuadrara a la hipótesis de la norma en mención.

Además, existe una indebida motivación, porque en el caso que nos ocupa, sí se indicaron las obligaciones omitidas que atribuyó la autoridad a la actora, pero tales obligaciones están en disonancia con el contenido del citado artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.
Esto es, que ésta Sala Unitaria advierte la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto, resultando aplicable el siguiente criterio de jurisprudencia que textualmente señala lo siguiente:

 “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
Con base en lo expuesto, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución consistente en las Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificadas con el Crédito Fiscal **********y emitidas por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en virtud de que contiene una indebida fundamentación y motivación por la Autoridad que lo expidió, de acuerdo a los razonamientos que han quedado señalado en esta resolución, actuando en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado.

En esas circunstancias, en el presente caso se actualiza la causal de ilegalidad prevista en las fracciones II y IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que el acto impugnado se encuentra indebidamente fundado y motivado, así mismo los hechos que motivaron el acto impugnado, se apreciaron en forma equivocada por parte de la autoridad demandada, ocasionando con ello que se haya dictado en contravención de las disposiciones aplicables. 

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD de la resolución impugnada. 

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.”
Por lo anteriormente expuesto y con apoyo además en los artículos 249, 250 fracciones II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio, de acuerdo a lo expuesto en el considerando Primero de ésta Sentencia.
SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución consistente en las Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificadas con el Crédito Fiscal **********y emitidas por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, por las razones y motivos expuestos con anterioridad, y por consecuencia su NULIDAD TOTAL; de acuerdo a los razonamientos expresados en el considerando Sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas. 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- .-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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